ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA                               

RADICACIÓN: 66001 31 87 003 2015 00222 01

ACCIONANTE: ALEXÁNDER ÁLVAREZ MARTÍNEZ (mediante apoderado) 

ACCIONADO: JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO DE DESCONGESTIÓN DE PEREIRA 

ASUNTO: DECRETA LA NULIDAD 

COMPETENCIA FUNCIONAL EN TUTELA/ Acción constitucional contra despacho judicial debe ser tramitada por su superior 
“(…) atendiendo lo previsto en el numeral 2º  del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 que  establece que “cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior del accionado…”, por lo tanto, la competencia para conocer en primera instancia de esta acción constitucional le corresponde a esta Sala del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, toda vez que la misma fue dirigida contra el Juez 2º Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda, y en tal virtud, el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local no podía conocer de la misma.”

Citas: Corte Constitucional, autos 072A de 2006, 304A de 2007 y 124 de 2009.
 RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, ocho (8) de marzo de dos mil dieciséis (2016)
Aprobado por Acta No.198
Hora: 1:15 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el abogado Germán Mejía Botero, apoderado judicial del señor Alexánder Álvarez Martínez contra del fallo de tutela proferido el 28 de diciembre de 2015 por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.    
2. ANTECEDENTES

2.1. Narró el abogado del señor Alexánder Álvarez Martínez que éste padece desde los 10 años de edad trastorno bipolar con episodios maníacos y desde el 1º de diciembre de 2003 empezó el tratamiento en el Hospital Mental de Risaralda HOMERIS. 

Describió varias de las crisis presentadas por su defendido a raíz de la enfermedad mental, entre ellas la sufrida por la muerte de uno de sus perros.  Sin embargo, explicó que cuando se encontraba estable, el señor Álvarez Martínez era muy responsable pues trabajaba en un negocio familiar y se dedicaba a otras labores como venta de comidas con el fin de ayudar a la manutención de sus hijas.
Informó que al señor Álvarez Martínez el 19 de enero de 2013 le fue hallado en su poder una bolsa negra con 538 gramos de marihuana, la cual entregó  voluntariamente a los agentes de policía, ya que no tenía conocimiento del contenido de la bolsa por cuanto acababa de salir del hospital mental del Risaralda. 

Indicó que las audiencias del juicio oral  en contra del accionante se llevaron a cabo por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas, pero su defendido no fue notificado de la mismas, pese a que se tenía conocimiento de su dirección en Pedregales y la de su madre en el barrio Monte Líbano del sector Cuba, manzana 7 casa 27 diagonal a la iglesia, a donde nunca llegaron las citaciones para las audiencias. Por lo tanto, el señor Álvarez Martínez no tuvo la oportunidad de defenderse, ni demostrar su enfermedad mental, puesto que ni su defensor público ni la Fiscalía 25 Seccional de Dosquebradas se tomaron el trabajo de buscar a su familia o sus antecedentes médicos y siquiátricos, los que se encuentran en la historia clínica y que indican que el mismo es consumidor habitual de marihuana.
Señaló que el señor Álvarez Martínez fue capturado el 6 de junio de 2015 y conducido a la cárcel de varones La 40 el día 9 del mismo mes y año. Ante el juzgado de ejecución de penas se interpusieron los recursos legales en contra de la decisión de la no concesión del subrogado penal de la prisión domiciliaria.
2.2. El apoderado del actor invoca la protección de los derechos fundamentales a favor del señor Alexánder Álvarez Martínez el debido proceso por condenarlo como “reo ausente” y sin tener en cuenta las condiciones particulares de su salud mental. 

2.3.  El representante judicial del actor, formuló las siguientes pretensiones: i) declarar la vulneración del derecho fundamental del debido proceso ii) sus derechos como enfermo mental y de persona inimputable para la fecha de la comisión de los hechos, según lo preceptuado en el artículo 47 de la C.N. y el artículo 33 del C.P; iii)  como consecuencia de lo anterior, se declare nulo el juicio llevado en contra de su defendido y se le otorgue la libertad y iv) de no ser procedente la nulidad del juicio, se le conceda a su defendido un beneficio sustitutivo de la pena intramural como lo es la prisión domiciliaria, o la reclusión en un centro especializado de atención médica como lo es HOMERIS o el de la ejecución condicional de la pena, para lo cual la señora Rosa Amelia Martínez Álvarez cubrirá el costo del brazalete electrónico.

2.4. Anexó copia de los siguientes documentos: i) certificado del doctor Víctor Hugo Alzate Jaramillo de HOMERIS; ii) escrito de la señora Rosa Amelia Martínez de Álvarez; iii) escrito sustentando recursos de reposición y apelación ante el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad respecto a la valoración efectuada por el Instituto de Medicina Legal y en contra de la denegación a la prisión domiciliaria; iv) renuncia del abogado Mauricio Andrés García Sánchez al poder otorgado por el señor Alexánder Álvarez Martínez; v) sentencia proferida el 13 de noviembre de 2014 por el Juzgado Penal del Circuito de Descongestión de Dosquebradas (Fls. 17-35).
Así mismo, se adjuntó cinco (5) DVD´s marcadas como “audiencia Alexander”, “acusación”, “preparatoria”, “juicio oral y l. sentencia” e “hospital mental historia clínica”.
3. RESPUESTA A LA DEMANDA
3.1. JUZGADO 2º PENAL DEL CIRCUITO DE DOSQUEBRADAS
Su titular aclaró que la actuación adelantada en contra del señor Álvarez Martínez no se hizo como persona ausente, figura jurídica reglada en el artículo 127 del C.P.P.

Informó que el accionante estuvo presente en la audiencia de formulación de imputación que se verificó el 20 de enero de 2014, por haber sido capturado el día anterior cuando se le encontró en su poder una bolsa plástica contentiva de 538 gramos de marihuana.  En dicha audiencia el accionante no aceptó los cargos que le fueron endilgados por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, la delegada fiscal retiró la solicitud de medida de aseguramiento, quedando en libertad inmediatamente y en el acta de audiencia registró como su dirección la manzana 1 casa 34 del barrio Pedregales Alto de Pereira.  La dirección aportada por la Fiscalía 25 Seccional de Dosquebradas en el escrito de acusación fue la manzana 1 casa 34 del barrio Pedregales Alto de Dosquebradas, Risaralda, ya que el barrio Pedregales se ubica en el sector de la Badea a la entrada del Parque Industrial, sin que exista en el área metropolitana de Pereira-Dosquebradas otro con ese nombre.  Por lo tanto, a esta dirección se le fue enviada la notificación de la realización de la audiencia de formulación de acusación  para el 31 de marzo de 2014 a las 8:30 a.m.; sin embargo, obra una constancia del citador del despacho en el sentido de que desplazó al barrio mencionado y encontró que la manzana 1 sólo llega hasta la casa 13 y según labores de vecindario, le informaron que el requerido no era conocido en el lugar.
Indicó que existe constancia del entonces defensor público del accionante, quien informó que el señor Álvarez Martínez no había podido ser localizado a través de los investigadores de la Defensoría del Pueblo, lo que hizo en la audiencia celebrada el 3 de junio de 2014.

Por lo tanto, consideró que no le asiste la razón al abogado del accionante cuando indica que el proceso en contra del señor Álvarez Martínez se adelantó sin su conocimiento, pues la única dirección de ubicación que se tenía de mismo era la manzana 1 casa 34 del barrio Pedregales Alto de Pereira, dirección inexistente para el momento en que se intentó notificar del trámite del proceso y del cual tenía el actor ya estaba enterado. Además, el hoy condenado no aportó otra dirección a la ya indicada, ni un teléfono fijo o celular donde pudiera ser localizado.
Indicó que tampoco es cierto que el juzgado conocía de la existencia de la dirección de la residencia de su madre en el barrio Monte Líbano del sector de Cuba, toda vez que la misma no fue allegada a la actuación.  Lo que considera que fue una afirmación temeraria del defensor del accionante, por lo daría lugar a que se compulsen copias con destino a la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura, ya que lo que dice el abogado es que el juzgado de manera dolosa omitió su citación con la única intención de proferir una sentencia condenatoria en contra del accionante, lo que va en contravía de las acciones transparentes y ajustadas a derecho que despliega ese despacho.
Consideró que la acción de tutela no está llamada a prosperar no sólo porque parte de supuestos falsos que carecen de soporte alguno, sino porque la acción de tutela tiene un carácter residual, de manera que no ha existido una vía de hecho por parte del juzgado en el proferimiento de la sentencia condenatoria en contra del accionante como autor responsable del delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes.

Finalmente, solicitó que se vincule a la presente actuación al titular de la Fiscalía 25 Seccional de Dosquebradas, al abogado Juan Esteban Henao Henao de la Defensoría Pública con el fin de que entreguen las explicaciones con respecto a los hechos de la tutela, especialmente lo relacionado con el presunto conocimiento que se tenía la dirección de la madre del accionante y la negativa de ubicarlo e informarle todo lo atinente a la actuación adelantada en su contra.  (Fls. 38-39)

Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) escrito de acusación; ii) del acta de audiencias preliminares del 20 de enero de 2013; iii) citación a audiencia de formulación de acusación; iv) informe de notificador del 7 de marzo de 2014; v) acta de audiencia preparatoria del 3 de junio de 2014 (Fls. 40-49)

4. FALLO DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 28 de diciembre de 2015 el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira declaró improcedente la acción de tutela por cuanto consideró que el accionante cuenta con otro medio de defensa judicial como lo es la acción de revisión. (Fls. 50-53) 
5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación al fallo de primer grado, el abogado Germán Mejía Botero allegó un escrito mediante el cual indica que no está de acuerdo con que su representado haya contado con una defensa técnica desde el comienzo de la investigación, toda vez que el defensor se limitó a acceder a los pedimentos de la Fiscalía, quedando el accionante desprotegido, al no haberse demostrado su condición especial de enfermo mental grave, tal como aparece en la historia clínica.

Señaló que la acción de revisión es un trámite engorroso y largo que lo único que haría es prolongar es la privación de la libertad de un disminuido mental, quien por su enfermedad de esquizofrenia y comportamientos suicidas, genera peligro para sí mismo y los demás internos de la cárcel.

Insistió en la falta de notificación al señor Álvarez Martínez de las audiencias del juicio oral, lo que vulnera su derecho fundamental al debido proceso, toda vez que durante el curso de las mismas, se pudo haber demostrado su grave estado de salud mental, otra razón para señalar que su prohijado no contó con una defensa real y efectiva.
Por lo anterior, solicitó a la segunda instancia que se revise lo actuado, habida cuenta que el medio ordinario de defensa no podría ser soportado ni física ni económicamente por el señor Álvarez Martínez, por lo que la acción de revisión sería el mecanismo inadecuado para lograr su liberad o en su defecto, el tratamiento siquiátrico que requiere para evitar que él se haga daño o a sus compañeros.
Para sustentar su petición, el abogado del accionante relacionó apartes de la Sentencia C-543 de 1992 sobre la procedencia de la tutela en contra de sentencias.   (Fls. 56-67)

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Sería  del caso entrar a resolver  la impugnación formulada por el apoderado judicial del señor Alexánder Álvarez Martínez, sino fuera porque la  Sala advierte la falta de competencia tanto del Juzgado que decidió la primera instancia constitucional como de esta Corporación para conocer del caso en segunda instancia, por las razones que se exponen a continuación.
6.2. El Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira avocó el 10 de diciembre de 2015 el conocimiento de la presente acción de tutela en contra del Juzgado 2º Penal del Circuito de Dosquebradas. Si bien no indicó que lo hacía con base en lo dispuesto en la Circular CSJRC15-166 del 30 de noviembre de 2015 de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura  que señala el alcance del reparto de las acciones de tutela, previo a la vacancia judicial, se infiere que fue esa la razón para asumir el conocimiento del caso, por cuanto por parte de la Oficina de Reparto de la Administración Judicial ya se había suspendido la asignación de tutelas a los despachos que entraban a disfrutar de sus vacaciones a partir del 18 de diciembre de 2015.  
6.3.  La Corte Constitucional en el Auto 124 del 25 de marzo de 2009 estableció, entre otras precisiones, que el Decreto 1382 de 2000 no constituye una regla de competencia sino de reparto de los asuntos de tutela, de manera que el funcionario a quien se le distribuya un determinado asunto no puede abstenerse de asumir su conocimiento pretextando falta de competencia
. Este criterio sin embargo comenzó a ser morigerado, y a través de un nuevo pronunciamiento plasmado en el Auto 198 del 28 mayo de 2009, se aclaró en qué eventos es posible dirimir el supuesto conflicto de competencia aplicando las reglas del decreto 1382 de 2000, y al efecto señaló la primera eventualidad, cuando el conocimiento de una demanda de tutela contra una alta Corte se le asigna a un funcionario judicial distinto de sus miembros. La segunda, cuando una tutela contra providencia judicial se reparte a un despacho diferente del superior funcional de quien la dictó.

6.4. En tal sentido ha de precisarse que si bien, el trámite del amparo se rige por los principios de informalidad y celeridad, la competencia del juez está  inescindiblemente referida al derecho fundamental del debido proceso, el acceso al juez natural y la administración de justicia, de donde, “según la jurisprudencia constitucional la falta de competencia del juez de tutela genera nulidad insaneable y la constatación de la misma no puede pasarse por alto, por más urgente que sea el pronunciamiento requerido, pues (…) la competencia del juez se relaciona estrechamente con el derecho constitucional fundamental al debido proceso…el cual establece que nadie puede ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la  plenitud  de  las formas propias de cada juicio” (Autos 072A de 2006 y 304A  de 2007 de la Corte Constitucional).

6.5. En estas condiciones, ninguna duda emerge en cuanto a que, atendiendo lo previsto en el numeral 2º  del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 que  establece que “cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior del accionado…”, por lo tanto, la competencia para conocer en primera instancia de esta acción constitucional le corresponde a esta Sala del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, toda vez que la misma fue dirigida contra el Juez 2º Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda, y en tal virtud, el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local no podía conocer de la misma.

6.6. Lo señalado en precedencia impide a esta Sala el estudio de la impugnación, debiéndose declarar la invalidez de lo actuado a partir del auto del 10 de diciembre de 2015 (folio 36), por medio del cual el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad admitió el amparo, sin perjuicio de las pruebas practicadas.
Por lo anterior, se devolverán las diligencias ante la Oficina de Reparto para que sean asignadas a un Magistrado de la especialidad Penal, en razón de las normas de competencia funcional existentes y la jurisprudencia pertinente de la Corte Constitucional que se cita en esta providencia.
Entérese de esta determinación al tutelante, para los fines consiguientes.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
MARIA ELENA RÍOS VÁSQUEZ 

Secretaria
� Teniendo en cuenta lo anterior, en el auto 124 de 2009 se establecieron “las siguientes reglas, las cuales son, simplemente, consecuencias naturales de la jurisprudencia constitucional tantas veces reiterada por esta Corte:  


     Un error en la aplicación o interpretación de las reglas de competencia contenidas en el artículo 37 del decreto 2591 de 1991 puede llevar al juez de tutela a declararse incompetente (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). La autoridad judicial debe, en estos casos, declararse incompetente y remitir el expediente al juez que considere competente con la mayor celeridad posible. 





     Una equivocación en la aplicación o interpretación de las reglas de reparto contenidas en el Decreto 1382 de 2000 no autorizan (sic) al juez de tutela a declararse incompetente y, mucho menos, a declarar la nulidad de lo actuado por falta de competencia. El juez de tutela debe, en estos casos, tramitar la acción o decidir la impugnación, según el caso. 





Los únicos conflictos de competencia que existen en materia de tutela son aquéllos que se presentan por la aplicación o interpretación del factor de competencia territorial del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). 





Estos serán decididos, en principio, por el superior jerárquico común de las autoridades judiciales involucradas o, en su ausencia, por la Corte Constitucional en su calidad de máximo órgano de la jurisdicción constitucional, de conformidad con las reglas jurisprudenciales que hasta el momento se han venido aplicando en esta materia.





Ninguna discusión por la aplicación o interpretación del Decreto 1382 de 2000 genera conflicto de competencia, ni siquiera aparente. Por tanto, en el caso de que dos autoridades judiciales promuevan un conflicto de competencia por este motivo, el expediente será remitido a aquella a quien se repartió en primer lugar con el fin de que la acción de tutela sea decidida inmediatamente, sin que medien consideraciones adicionales relativas a las normas de reparto. Lo anterior no obsta para que esta Corporación o el superior funcional al que sea enviado un supuesto conflicto de competencia, proceda a devolver el asunto, conforme a las reglas de reparto del Decreto 1382 de 2000, en aquellos supuestos en que se presente una distribución caprichosa de la acción de tutela fruto de una manipulación grosera de las reglas de repartos contenidas en el mencionado acto administrativo, como sería el caso de la distribución equivocada de una acción de tutela interpuesta contra una providencia judicial emanada de una de las Altas Cortes.”





� Del mismo modo y con relación a la regla previamente citada, tales excepciones, se presentarían en los casos en los que se advierta una manipulación grosera de las reglas de reparto, como cuando se asigna el conocimiento de una demanda de tutela contra una Alta Corte, a un funcionario judicial diferente a sus miembros; o, necesariamente, siguiendo esa misma directriz, en los casos en que se reparta caprichosamente una acción de tutela contra una providencia judicial, a un despacho diferente del superior funcional del que dictó el proveído.
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